Foro Estatal de análisis sobre el Marco Jurídico de la Cultura en México.

Andrés Reyes Rodríguez.  

Mis comentarios están centrados en la experiencia sobre el estado de Aguascalientes, muy especialmente en la temática 6 denominada Patrimonio Cultural Material e inmaterial.  

Quisiera empezar por un breve diagnóstico sobre el tema y terminar con algunas sugerencias que podrían convertirse en ordenamientos legales. 

En el diagnóstico establezco tres aspectos que forman parte de nuestra realidad local. En el primero sostengo que muchas de las leyes en materia cultural son de carácter federal, sin que exista un complemento legal amplio de carácter estatal y mucho menos municipal. 

En el segundo, afirmo que el  reconocimiento social  de patrimonio material en Aguascalientes es precario, pero que este problema es mucho mayor con el patrimonio inmaterial. 

Finalmente digo que la fragilidad legal que tenemos, así como el bajo reconocimiento social de la cultura, es un problema de las instituciones, pero también de la sociedad civil, y que en esta última hay un desequilibrio derivado de las diferencias  sociales en las que los grupos de menores ingresos suelen tener menos acceso a la cultura. 
Esta descripción mínima de problemas tiene varias consecuencias, a saber: 
El patrimonio edificado de carácter histórico muchas veces es visto como un estorbo, y el contemporáneo o se ignora o se atiende tangencialmente. La responsabilidad de su protección compete sólo a la federación y esa condición excluye a los gobiernos locales del cuidado y resguardo del citado patrimonio.  

El rescate y protección del patrimonio natural apenas empieza. Dominan en Aguascalientes los casos del agua y los mezquitales, en éste último caso el de del predio conocido como La Pona; pero se olvida o se atiende con poca determinación el de los ríos reservas federales cuyo destino es convertirse en calles de alta velocidad o sitios de descarga de basura. 
El problema se vuelve más delicado cuando se advierte que en los arroyos de la ciudad capital y de otros municipios estatales existe un gran volumen de patrimonio paleontológico.
El patrimonio arqueológico entre el año 2000 y el 2010 pasó de 25 a más de 80 sitios y, sin embargo, la inversión presupuestal y de capital humano es la misma desde el origen del INAH en el estado. Esto se agrava debido a que carecemos de proyectos de investigación o de recursos para impulsar esta tarea. 

La ley de cultura estatal aprobada hace dos sexenios,  nació sin tener consecuencias mínimas en la defensa y divulgación del patrimonio. El patrimonio artístico si bien es el más reconocido, todavía es  insuficientemente asimilado por la mayoría de la sociedad. El valor adquirido se debe a la inercia de varias décadas y no a al surgimiento de la nueva ley.  
Los poetas, los lectores, los actores de teatro, y otros artistas son bien vistos  socialmente, pero no tienen  un valor estratégico. Y un caso de patrimonio inmaterial con pendientes de atender es la reconstrucción de la historia y la cultura, un olvido que deja al final de la fila el habla, los rituales,  y las tradiciones populares.   
A partir de lo anterior hago las siguientes propuestas   

1-Es necesario crear o consolidar los marcos legales de protección y acceso a la cultura, de tal suerte que se haga efectiva su aplicación, muy especialmente con la creación de reglamentos. Una consolidación que además abarque el ámbito municipal. Esto puede dar lugar a programas y proyectos de forma sistemática. Se puede decretar en ley existente, o en una nueva, un apartado específico para el  patrimonio inmaterial.  

2-Hace falta que en esa ley existan disposiciones legales que obligue a hacer inventarios del patrimonio, inventarios principalmente del patrimonio edificado, de costumbres, historias, lengua, y otros temas afines. 

3-La normatividad que se necesita requiere crear facultades legales para divulgar  el patrimonio en los medios de comunicación y en el sistema educativo formal. 

4-La ley debe contemplar de manera  específica un apartado de reforzamiento financiero en el que, además de especificar los caminos para obtenerlos, incorpore nuevos  promotores y nuevas instituciones concurrentes. 

5- Hablamos de una ley que contemple la obligación de que todo proyecto de obra pública incluya un porcentaje dedicado a la ornamentación artística,  y que el reglamento de la materia defina con precisión qué es una pieza de ornamentación de este tipo.  

Veo todo lo anterior y me parece que el tema de la valoración legal de la cultural debe estar antecedido por un gran ejercicio de divulgación persuasiva, antes que de una magna cruzada legal. El ejemplo más reciente es la elevación de la cultura como un derecho que aun no se ha traducido en programas y proyectos. 
Hago votos porque esta reunión tenga buen puerto y reitero mi agradecimiento por la invitación de que fui objeto. 
